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Sentencia N° 029-2010. Tribunal Aduanero Nacional. San José a las catorce horas con veinte minutos del día dos de marzo de dos mil diez.

Conoce este Tribunal del recurso de apelación presentado por la empresa xxx S.A, contra la resolución de la Dirección General de Aduanas RE-DN-xx-2009 del 28  de mayo de 2009.
RESULTANDO

I- Mediante resolución RES-DN-xx-2008 del 26 de junio de 2008, la Dirección General de Aduanas, dicta acto final del procedimiento ordinario, con el que ordena la reclasificación de las mercancías consistentes en “monitores y reproductores MP3”, desalmacenadas con varias declaraciones aduaneras, cuyo importador es la empresa xxx S.A (en adelante xx S.A), ordenando el pago de una diferencia de impuestos por la suma de ¢94.442.235,91 (folios 21-32).

II- Con nota de fecha 06 de enero de 2009,  la empresa recurrente comunica a la Dirección General de Aduanas, que el día 22 de diciembre de 2008, según los términos de la resolución RES-DN-xx-2008, procedieron a pagar con entero de gobierno Nº xx el monto de ¢94.442.235,91, dinero que efectivamente ingresó al Fondo General del Gobierno, según certificación 31-2009 emitida por Contabilidad Nacional, por lo que solicitan el archivo del expediente (folios 95-96, 102).

III- La Dirección General de Aduanas, a través de la resolución RES-DN-xx-2009 del 14 de enero de 2009, le previene a la empresa afectada y al auxiliar de la función pública aduanera xx S.A, que procedan a cancelar mediante entero de gobierno, el monto de ¢8.798.868.31, por concepto de intereses devengados y calculados desde el 18/07/2008 (acto final RES-DN-xx-2008 + 5 días hábiles) y el 22/12/2008 (día en que se pagó el principal), y le consigna una tabla donde se indican las variables consideradas para el cálculo, las cuales son: acto final, fecha de inicio del cálculo, cálculo de intereses al día, total de impuestos dejados de percibir, tasa de interés (básica pasiva), interés según artículo 61 LGA, interés a aplicar, monto diario de interés, días devengados, total de intereses devengados (folios 104-107).
IV- El 18 de febrero de 2009, la empresa recurrente presenta ante la Dirección General de Aduanas escrito oponiendo la excepción de pago, señalando básicamente que por haber cancelado dentro de los 5 días hábiles siguientes a la notificación de la sentencia 242-2008 de este Tribunal, por ser la misma el acto ejecutivo y ejecutorio que se encuentra firme y que surte sus efectos a partir de la notificación, en aplicación del artículo 61 de la LGA, por ello solicita se deje sin efecto el pretendido cobro de intereses.  Adicionalmente indica, que con el fin de evitar la suspensión del auxiliar de la función pública han procedido a cancelar bajo protesta el monto de ¢8.798.868,31, mediante entero de gobierno N
º xx, el cual fue debidamente acreditado al Fondo General del Gobierno, según certificación 402-2009 emitida por Contabilidad Nacional (folios 109-113, 119-120).

V- La  Dirección General de Aduanas, con resolución RES-DN-xx-2009 del 28 de mayo de 2009, rechaza la excepción de pago contra la RES-DN-0xx-2009, manteniendo sus actos e indicando que es con el acto final que se determina el adeudo tributario, y desde entonces deben computarse los intereses.  Además ordena el archivo del expediente por encontrarse la Administración satisfecha con los pagos efectuados (folios 122-127).
VI- El 13 de julio de 2009 se presenta ante este Tribunal, por parte de los representantes legales de xxxx S.A y xxx S.A, recurso de apelación  contra la resolución RES-DN-xx2009, mismo que fue remitido a la Dirección General de Aduanas con oficio TAN-180-2009, para que procediera como en derecho corresponde (folios 129-134).
VII- Con resolución RES-DN-xx-2009 del 27 de julio de 2009 la Dirección General de Aduanas, declaró improcedente la gestión presentada e indicada en el Resultando anterior, ordenando el archivo del expediente (folios 136-141).

VIII- El 07 de setiembre de 2009, se presenta ante este Tribunal recurso de apelación por inadmisión contra la RES-DN-xx-2009 (folios 01-07 legajo apelación por inadmisión).
IX- Este Órgano emitió la sentencia 176-2009 del 30 de octubre de 2009, con la cual declara procedente la apelación por inadmisión y revoca el acto denegatorio (folios 25-36 legajo apelación por inadmisión).

X- La Dirección General de Aduanas mediante RES-DN-xx-2009 del 24 de noviembre de 2009, emplaza a las partes ante este Tribunal (folios 143-146).

XI- Ante la inhibitoria presentada por el Licenciado José Ramón Arce Bustos acogida por este Tribunal mediante Auto 039-2009 del 09 de octubre de 2009, preside el Tribunal el Licenciado Noel Carboni Garro, según Acuerdo 023-H del 11 de febrero de 2010 (folios 15-18 legajo apelación por inadmisión y 183 del expediente principal).
XII- Por encontrarse incapacitada por enfermedad la Licenciada Shirley Contreras Briceño, se integra este Tribunal con la Licenciada Mariela Chacón Salas,  nombrada mediante Acuerdo N°025-H del 15 de febrero de 2010 (folio 187). 
XIII-  En la tramitación del presente recurso se han observado las prescripciones de ley.

Redacta la licenciada Chacón Salas 
CONSIDERANDO 
I.
Objeto de la Litis: determinar la procedencia o no del cobro de intereses por el monto de ¢8.798.868,31 que indica la Dirección General de Aduanas se generaron de conformidad con el artículo 61 de la Ley General de Aduanas, en relación con la modificación de la clasificación arancelaria de las mercancías consistentes en “monitores y reproductores MP3”, desalmacenadas con varias declaraciones aduaneras por parte de la Agencia xxx S.A y cuyo importador es xxx S.A, consignadas en el acto final RES-DN-xx-2008 del 26/06/2008, que ordenó el pago de una diferencia de ¢94.442.235,91. 

II. Sobre la Admisibilidad del Recurso de Apelación: previo a cualquier otra consideración, se avoca este Órgano al estudio de la admisibilidad del presente recurso de apelación.  En tal sentido dispone el artículo 204 de la Ley General de Aduanas que contra el acto final dictado por la Dirección General de Aduanas, caben los recursos de reconsideración y apelación para ante el Tribunal Aduanero Nacional, siendo potestativo usar ambos recursos ordinarios o sólo uno de ellos, los cuales deben interponerse dentro de los tres días siguientes a la notificación del acto impugnado.


Como aclaración esencial en este caso, debe quedar establecido que este Tribunal, tiene por presentado en tiempo el recurso de apelación, toda vez que la Dirección General de Aduanas omitió indicar en la RES-DN-xx-2009 los recursos que proceden contra la misma, en la medida en que está determinado el monto de los intereses que en criterio de la autoridad aduanera es procedente, acto que es recurrible, según analizaremos más adelante, por ende ante tal omisión atribuible a la Administración no pueden correr los plazos de caducidad para la interposición de los recursos en perjuicio del administrado, así conforme lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley General de la Administración Pública la notificación se tendrá por efectuada en el momento en que el recurrente se da por enterado del presente asunto, lo cual sucedió el 13 de julio de 2009 según consta a folio 130, momento en el cual se interpuso el recurso de apelación, razón por la cual se tiene por presentado el mismo dentro del plazo de ley.


Asimismo, debe indicarse que el recurso fue establecido por el señor xxx en representación de la empresa xx S.A y por la señora xxx en su condición de apoderada generalísima de la sociedad xxx S.A, quienes han venido actuando durante el procedimiento ordinario realizado y que se encuentran debidamente acreditados en autos, según se observa en folios 114-115, estando legitimados para recurrir. Siendo entonces que en la especie se cumplieron con los requisitos de procedibilidad, decide este Tribunal admitir el recurso interpuesto.

III. Sobre la naturaleza jurídica y la posibilidad de recurrir el acto que determina, liquida  y ordena el pago de intereses: si bien es cierto, en tesis de principio correspondería en forma previa referirnos al tema de nulidades, a fin de dejar establecido de manera clara para la Administración Activa el criterio de este Tribunal respecto a la posibilidad de recurrir los actos que determinan y ordenan el pago de intereses, aspecto que se relaciona directamente con la competencia de este Tribunal para revisar este asunto, corresponde en forma prioritaria abordar la naturaleza jurídica del acto determinativo del monto de los intereses del adeudo tributario y que ordena su pago, a fin de determinar si es o no impugnable, y en consecuencia si es o no revisable por este órgano contralor de legalidad de las actuaciones del Servicio Nacional de Aduanas.

En tal sentido debe apuntarse que el acto determinativo del monto de los intereses del adeudo tributario y que ordena su pago, resulta recurrible porque genera consecuencias en la esfera jurídica del administrado, por lo que debe garantizársele que tal determinación y cobro se ajusta a la legalidad.  En esta línea, el afectado tiene derecho a discutir aspectos esenciales que inciden directamente en el monto a cobrar por concepto de intereses, como lo son:
· Autoridad competente para determinar y establecer su cobro

· Momento en que surge la obligación de pagar intereses

· Período de cálculo que comprende o días devengados

· Tasa de interés básica pasiva aplicable

· Interés a aplicar

· Monto diario y monto total del interés devengado

· La forma en que puede impugnar


Todos los aspectos señalados fueron comunicados por la Dirección General de Aduanas, a excepción de lo relativo a los recursos procedentes, dejando con ello en indefensión al recurrente, de ahí la solución prevista por el legislador en el artículo 247 de la Ley General de la Administración Pública, que al efecto señala:
“Artículo 247.- 

1. La comunicación hecha por un medio inadecuado, o fuera del lugar debido, u omisa en cuanto a una parte cualquiera de la disposición del acto, será absolutamente nula y se tendrá por hecha en el momento en que gestione la parte o el interesado, dándose por enterado, expresa o implícitamente, ante el órgano director competente.

2. La comunicación defectuosa por cualquier otra omisión será relativamente nula y se tendrá por válida y bien hecha si la parte o el interesado no gestiona su anulación dentro de los diez días posteriores a su realización.

3. No convalidarán la notificación relativamente nula las gestiones de otra índole dentro del plazo indicado en el párrafo anterior”.(la negrita no corresponde al original).

Considera este Tribunal que en sede administrativa, la fase recursiva es el mecanismo que permite asegurarle a los usuarios la revisión de este tipo de actos.

En otras palabras, el Colegiado estima que los recursos constituyen el mecanismo legalmente establecido para que los interesados puedan revisar si la determinación tributaria realizada por la Aduana o la Dirección General de Aduanas respecto a los intereses de una deuda tributaria y cuyo monto ordena pagar, es la que corresponde, o si tal acto se aparta de las disposiciones legales que lo regulan.

De ahí que en criterio de este órgano debe notificarse al posible afectado por los medios establecidos, el acto que determina el monto de intereses que deben cancelarse en principio, a fin de que esté enterado de la determinación que en definitiva se estableció, y que actúe según lo estime pertinente.  En consecuencia deberá ponerse en conocimiento del interesado la determinación realizada por las autoridades aduaneras, y darle la oportunidad de recurrir u oponerse a lo actuado, lo cual no sucedió en la especie, por lo que a efecto de no causar indefensión al recurrente, es que este Tribunal estima que el recurso está presentado en tiempo, pues al no haberle indicado la posibilidad de recurrir el acto, no corren plazos en contra del administrado, sino  que por disposición del artículo 247 de la Ley General de la Administración Pública, la notificación se tendrá por hecha en el momento en que el administrado gestione dándose por enterado del asunto, lo cual ocurrió el 13/07/2009, fecha en que presentó la oposición respectiva.
IV. Sobre la procedencia, determinación y el cobro de intereses efectuado: sobre la procedencia de intereses que pretende la Dirección General de Aduanas, debe este Tribunal indicar, que no comparte la determinación y forma de cálculo efectuada, porque es contraria al ordenamiento jurídico y por ello debe ser anulada, toda vez que desconoce la normativa existente al efecto, presentándose un vicio en el motivo del acto determinativo.

Al respecto no tiene este Tribunal más que señalar que es absolutamente nulo el cobro de intereses en los términos pretendidos por la autoridad aduanera, porque si en efecto transcurrieron los días de mora en el pago que indica la DGA, ello no fue necesariamente por desidia del recurrente, sino que hay que analizar la fecha en que se presentaron los recursos y el momento en que la DGA los atiende y resuelve, a fin de determinar sino es la propia Administración la que está en mora al resolver en el presente caso, en los plazos que los hizo.  Nótese que el recurrente interpuso los recursos ordinarios  el  15 de julio de 2008 y es hasta el 22 de agosto de 2008, que se le notifica la resolución que resuelve el recurso de reconsideración, siendo que transcurrieron 28 días hábiles para que se emitiera tal acto, teniendo la DGA un plazo de 15 días hábiles para adoptar la decisión que corresponda, según lo estipulado en el numeral 204 de la Ley General de Aduanas, y ahora pretende cobrarle al administrado por dicho retraso.


En todo caso, conforme la normativa supletoria aplicable, el cómputo de intereses se suspenderá durante el tiempo que se haya excedido la Administración para la emisión de los actos que correspondan a las determinaciones tributarias o los recursos presentados, como sucede en este caso en donde estaban excedidos los plazos para la resolución del recurso de reconsideración.  Señala en ese sentido el artículo 40 párrafo 3 del Código de  Normas y Procedimientos Tributarios (CNPT), aplicable por disposición expresa de los artículos 4, 5, 272 de la Ley General de Aduanas y 1 del CNPT, lo siguiente:

“Artículo 40.- Plazo para pago 

Dentro de los plazos que fijen las leyes respectivas, debe pagarse el tributo que se determine de acuerdo con las declaraciones juradas, presentadas por el contribuyente o el responsable, o con base en cualquier otra forma de liquidación efectuada por uno u otro o la liquidación correspondiente a pagos parciales o retenciones. Cuando la ley tributaria no fije plazo para pagar el tributo, debe pagarse dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que ocurra el hecho generador de la obligación tributaria.

Todos los demás pagos por concepto de tributos resultantes de resoluciones dictadas por la Administración Tributaria, conforme al artículo 146 de este Código, deben efectuarse dentro de los quince días siguientes a la fecha en que el sujeto pasivo quede legalmente notificado de su obligación.

No obstante, en todos los casos los intereses se calcularán a partir de la fecha en que los tributos debieron pagarse, según las leyes respectivas. En aquellos casos en que la resolución determinativa de la obligación tributaria o la que resuelva recursos contra dichas resoluciones, se dicte fuera de los plazos establecidos en los artículos 146 y 163 de este Código, el cómputo de los intereses se suspenderá durante el tiempo que se haya excedido para la emisión de dichos actos. Cuando el exceso de dicho plazo se configure por conducta imputable a funcionarios estos tendrán las responsabilidades señaladas en la Ley General de Administración Pública” (la negrita no corresponde al original).
Así las cosas procede este Tribunal a anular la determinación y cobro de intereses realizado por la Administración en este caso, con el fin de que la Dirección General de Aduanas ajuste su actuación a lo dispuesto por la legislación vigente.  Lo anterior con fundamento en los artículos 128 y siguientes, 158 y siguientes  y 165 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública (en sentido similar ver sentencias de este Tribunal 169-2008 y 175-2009).

POR TANTO 

Con fundamento en los artículos 102 y 104 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano y los artículos 204 y 205 de la Ley General de Aduanas, por mayoría se declara la nulidad de todo lo actuado a partir de la resolución RES-DN-xx-2009 del 14/01/2009.  Devuélvase el expediente a la oficina de origen.  Voto salvado de las Licdas. Barrantes Coto y Céspedes Zamora quienes declaran inadmisible el recurso.  Voto salvado del Lic. Reyes Vargas quien declara parcialmente con lugar el recurso y únicamente en el tanto solicita la revocatoria de la RES-DN-087-2009. 
Notifíquese …….
Noel Carboni Garro
                                    Presidente
Elizabeth Barrantes Coto                        
Xinia Villalobos Orozco
Mariela Chacón Salas                           
Alejandra Céspedes Zamora 
Dick Rafael Reyes Vargas                          
 Franklin Velázquez Díaz
Nota del Lic. Carboni Garro. Comparto el criterio sobre la posibilidad y admisibilidad de la fase recursiva contra la determinación de los intereses básicamente por ser un acto de efectos externos y directos sobre el administrado y a la improcedencia de los intereses tal y como los determina el a quo. No obstante disiento de la consideración que sostiene la obligada aplicación del artículo 40 del Código Tributario. A fin de iniciar el análisis de tema de la supletoriedad, cabe dejar patente que no toda carencia normativa debe ser “suplida” por otra que proviene de otra normativa. La normativa aduanera es especial en el tanto que abarca campos disímiles y en ocasiones, encontrados y puede parecer que son irreconciliables. Nótese que la materia fiscal y sobre todo su gestión puede oponerse a las practicas del comercio internacional y sin embargo dicha legislación pretende el equilibrios de las corrientes que toca regular de suerte que existirán condiciones que no admiten una aplicación supletoria de una norma foránea que puede entorpecer un fin público de los enumerados en el artículo 6 de la ley 7557 y sus reformas y especialmente ese manejo equilibrado de los fines del régimen jurídico aduanero (art. 266 ley 7557). De ahí que si bien el artículo 1 del Código Tributario y 272 de la Ley General de Aduanas permiten la aplicación supletoria del primero, no puede interpretarse a favor de una obligación absoluta cuando se presenta la condición de la ausencia de “norma expresa”. En el caso de la regulación de los intereses por mora en la cancelación del adeudo tributario aduanero tenemos que tal rubro es creado en el ordinal 61 de la Ley General de Aduanas y en orden a su naturaleza pretende mantener el valor del dinero debido a través del tiempo; pero debe entenderse en el tanto el sujeto pasivo esté en capacidad de extinguir la obligación y sea por motivos propios que no efectúe el pago. Con esto quiere decirse que al estar el órgano administrativo a cargo del conocimiento de la fase recursiva, no es posible que corran intereses por simple aplicación de un principio de razonabilidad al ser responsabilidad exclusiva de la dependencia competente el plazo en el cual va a dictar los actos que resuelven los recursos. De no tener efectos suspensivos de intereses, El Estado, tendría una rentabilidad exorbitante por el solo hecho de no resolver dado el alto interés a cobrar fijado en el ordinal 61 de la ley 7557; en otros términos, se premiaría a la Administración su negligencia. En otro orden se trae a cuentas que el artículo 40 del Código Tributario referencia a plazos mínimos a favor de la Administración Tributaria para la resolución de los recursos corriendo el cobro de los intereses, aspecto que a criterio del suscrito cumple con el precepto de reserva legal sin embargo roza principios constitucionales, si consideramos que causa daños patrimoniales por funcionamiento normal. En materia aduanera, no se encuentran tales plazos a nivel de ley formal, pues parte de lo explicado supra no pudiendo admitirse la aplicación de los plazos del artículo 40 citado que incluso distan y son contradictorios con los enunciados en la Ley General de Aduanas (art. 199, 204 y 209). Valga aclarar, en todo caso, que el artículo 61 objeto de la discusión no es aislado sino que está relacionado con las normas 104 y los medios de ejecución de la deuda instaurados a partir del artículo 67, todos de la ley aduanera, ya que en doctrina y jurisprudencia, principalmente extranjera, siempre se ha discutido el inicio del recargo planteándose varios escenarios (notificación del acto de ejecución, constitución del título ejecutivo, determinación) aunque se considera esencial el “acto de ejecución”, actuación necesaria del órgano administrativo cuya pretensión consiste en “materializar” la decisión tomada en el acto final, en este caso el cobro de intereses y los tributos. En este tema la normativa aduanera, tampoco recrea el problema doctrinario en forma clara, a pesar de que si se ha exigido por antecedente normativo y jurisprudencia el ejercicio de los principios de ejecutoriedad y ejecutividad de los actos, que aplicados al caso tendríamos que admitir que solo ocurre el interés hasta la ejecución de la decisión administrativa.

Lic. Noel Carboni Garro.

Voto salvado del licenciado Reyes Vargas. No comparte el suscrito lo resuelto con sustento en las siguientes consideraciones:


Sobre la admisibilidad del recurso. Al respecto estima el suscrito que el punto lo es uno precluido al haberlo resuelto esta instancia mediante la sentencia número 176 del año 2009 dictada en autos conforme se indica en el IX de los resultandos de la presente, resolución que a pesar de el voto salvado del suscrito, le vincula a los efectos de resolver por el fondo.

En virtud de lo señalado supra es claro que el suscrito no comparte ni la segunda ni la tercera de las consideraciones de la presente resolución.

Ahora bien, sobre la cuarta de las consideraciones, tampoco la comparte el suscrito en virtud del principio de especialidad normativa. Harto ha señalado la jurisprudencia la prevalencia de la Ley General de Aduanas sobre el ódigo Tributario en virtud de su especialidad.

Haciendo eco de esa jurisprudencia ya el suscrito sobre el específico tema de los intereses y su procedencia, en voto salvado a la sentencia 220 del año 2009 señaló: 

“Sobre la procedencia en la aplicación del numeral 43 del CNPT. Radica la discrepancia del presente asunto, básicamente en el hecho de que, la Administración de la Aduana Santamaría estima que el interesado realizó un pago voluntario, y por ello le aplica el numeral 43 del Código Tributario. Por su parte el interesado reclama que tal pago no es voluntario sino que se realiza en virtud de mandato legal que obliga la autodeterminación.

Esta segunda tesis es la acogida por la mayoría del Tribunal. En efecto señala la posición de mayoría que: “… resulta claro y contundente que no estamos en este caso, ante un pago voluntario de impuestos, en razón de lo cual pudiese eventualmente aplicable (sic) lo dispuesto por el artículo 43 del CNPT, como lo señala la Aduana, sino que por el contrario, el pago realizado se hizo con ocasión de la importación de las mercancías ampara a la declaración aduanera… que constituye un acto administrativo, determinativo de la obligación tributaria aduanera, válido y que está surtiendo efectos para el administrado… Existió en este caso, un pago obligado para el recurrente, en razón de la realización del hecho generador de la obligación tributaria aduanera, que surge al momento de la aceptación de la declaración al régimen de importación definitiva, de tal suerte que el pago de los tributos respectivos, deviene como la principal obligación a cargo del sujeto pasivo, que se genera de la relación jurídica tributaria que se establece entre el Fisco y el consignatario de las mercancías, con ocasión de la entrada y salida de mercancías del territorio aduanero.” (El resaltado es del original)

Procura la mayoría fundamentar su tesis en los numerales 27 del CAUCA y 52, 55 inciso a) de la Ley General de Aduanas y 242 de su Reglamento en tanto disponen la obligatoriedad al pago una vez realizado el hecho generador.

De lo anterior, rescata el suscrito la implícita posición de la mayoría en el sentido de que, estima procedente la aplicación en materia aduanera del artículo 43 del CNPT, salvo en el presente caso por no tratarse en su criterio de un pago voluntario. Lo cierto es que, el párrafo segundo del numeral 86 de la Ley General de Aduanas, señala que con la declaración aduanera se expresa, libre y voluntariamente, el régimen al cual serán sometidas las mercancías, y en consecuencia se aceptan las obligaciones que el régimen impone. Señalar como lo hace la mayoría, que se paga no voluntariamente, sino porque la ley exige el pago implica que no existe cumplimiento voluntario alguno en las obligaciones tributarias o cualquiera sea su naturaleza. En efecto en un simple contrato de compraventa u otra obligación en la que debo cubrir un precio y lo realizó, según la tesis te mayoría, es por virtud de su exigibilidad normativa y no en forma libre y espontánea. La verdad es que cuando se desea criterios abundan y no interesa su fundamento normativo.

Estima el suscrito, que en razón al principio de especialidad normativa debe en primer término analizarse la procedencia o no en la aplicación del artículo 43 del Código Tributario, por disposición misma del los numerales primero y 272 de la Ley de Aduanas. En efecto dispone la última de las normas citadas que es en defecto de norma expresa de la legislación aduanera que son aplicables las disposiciones del Código Tributario.

Sobre el tema del pago o cobro indebido y los intereses por deudas de la Administración Aduanera resultantes de éste la Ley General de Aduanas en su artículo 61 dispone:

ARTÍCULO 61.- Pago   
El adeudo tributario no pagado en cinco días hábiles contados a partir de su notificación se incrementará con un interés igual a la tasa básica pasiva calculada por el Banco Central de Costa Rica, vigente a la fecha de vencimiento del plazo, más quince puntos. Igual interés devengarán las deudas de la autoridad aduanera resultantes del cobro indebido de tributos, en los términos y las condiciones de los artículos  47 y 58 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.   
Las formas de pago admisibles serán la vía electrónica u otras autorizadas reglamentariamente. 
(Así reformado por artículo 1° de la Ley No. 8373 de 18 de agosto de 2003). 

ARTÍCULO 62.- Prescripción

Prescribe en cuatro años la facultad de la autoridad aduanera para exigir el pago de los tributos que se hubieran dejado de percibir, sus intereses y recargos de cualquier naturaleza. Prescribe en el mismo plazo la acción del sujeto pasivo para reclamar la restitución de lo pagado indebidamente por tributos, intereses y recargos de cualquier naturaleza o solicitar el crédito respectivo, a partir del día siguiente a la fecha en que se efectuó el pago.
Lo pagado para satisfacer una obligación tributaria aduanera prescrita no puede ser materia de repetición, aunque el pago se hubiera efectuado con conocimiento de la prescripción o sin él.

 (El resaltado no es del original).
De la cita del numeral 62 tenemos como primer punto que si bien la LGA no establece de manera expresa la acción para reclamar lo pagado indebidamente si lo hace de manera implícita o presupuesta cuando establece su prescripción. Como segundo punto, está precisamente la regulación de la prescripción y su plazo en relación con esa acción para reclamar lo pagado indebidamente. Ahora bien de la cita del numeral 61 y como un tercer punto tenemos entonces que se fija y regula, la obligación de la Administración al pago de intereses con ocasión del cobro indebido de tributos. Como cuarto aspecto la norma fija la cuantía que por concepto de intereses ha de pagar la Administración, al señalar que es igual a que deben pagar los administrados, es decir, un interés igual a la tasa básica pasiva, calculada por el Banco Central de Costa Rica, vigente a la fecha de vencimiento del plazo, más quince puntos. Como quinto aspecto se fijan las condiciones bajo las cuales es procedente ese pago de intereses señalando que lo será en los términos y las condiciones de los artículos 47 y 58 del Código Tributario.

Nótese que, contrario a lo establecido en los numerales primero y 272 de la Ley General de Aduanas que fijan el carácter supletorio del CNPT en ausencia de norma expresa en la legislación aduanera, a los efectos de las condiciones y términos en que la administración debe reconocer y pagar intereses existe expresa remisión al CNPT en los artículos de cita que dicho sea de paso, esa expresa remisión no incluye al numeral 43 razón por la cual su aplicación lo está en función de los numerales primero y 272 de cita previa, por ello veamos el contenido de la norma del artículo 43 del CNPT a efecto de verificar si el mismo coincide con lo regulado en la Ley General de Aduanas o por el contrario regula aspectos ausentes en dicho cuerpo normativo. Dispone el artículo 43: 

ARTÍCULO 43.- Pagos en exceso y prescripción de la acción de repetición. Los contribuyentes y los responsables tendrán acción para reclamar la restitución de lo pagado indebidamente por concepto de tributos, pagos a cuenta, sanciones e intereses, aunque en el momento del pago no hayan formulado reserva alguna, salvo que la Administración opte por la compensación de oficio, en cuyo caso se restituirá el saldo remanente a favor, si existe. También tendrán acción para reclamar la restitución de los pagos debidos en virtud de las normas sustantivas de los distintos tributos que generen un derecho de crédito a su favor, siempre que no exista deber de acreditación para el pago de nuevas deudas, según la normativa propia de cada tributo y siempre que la Administración no opte por la compensación de oficio. En este caso, se restituirá el saldo remanente a favor, si existe.

En los pagos indebidos, el acreedor tendrá derecho al reconocimiento de un interés igual al establecido en el artículo 58 de este Código. Dicho interés correrá a partir del día natural siguiente a la fecha del pago efectuado por el contribuyente. En los pagos debidos en virtud de las normas sustantivas de los distintos tributos que generen un derecho de crédito a favor del contribuyente o responsable, se reconocerá dicho interés a partir del día natural siguiente luego de tres meses de presentada la solicitud de compensación o devolución, siempre que al presentar la solicitud el crédito sea líquido y exigible y siempre que esta sea procedente de conformidad con la normativa propia de cada tributo.

Igualmente procederá cuando se trate de un pago indebido que fuera inducido o forzado por la Administración Tributaria. En los pagos efectuados antes de la fecha de pago prevista por la ley, no procederá el reconocimiento de intereses durante el período comprendido entre el momento del pago y la fecha en que este efectivamente debió ser hecho. 

Igualmente, no procederá el pago de intereses, cuando se produzca un pago voluntario por parte del sujeto pasivo, que no ha sido inducido o forzado por la administración, con el objeto de percibir un rendimiento financiero impropio. 

La acción para solicitar la devolución prescribe transcurridos tres años, a partir del día siguiente a la fecha en que se efectuó cada pago, o desde la fecha de presentación de la declaración jurada de la cual surgió el crédito. 

La Administración deberá proceder al pago respectivo a más tardar durante el ejercicio presupuestario siguiente al de la fecha del reclamo del contribuyente. 

(Así reformado por el artículo 1º de la ley No.7900 de 3 de agosto de 1999) 

(Así reformado en sus párrafos primero y segundo, por el inciso a)  del artículo 27 de la ley N° 8114, Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias de 4 de julio del 2001).
Del contenido del citado artículo 43 tenemos entonces que en su primer párrafo y, como primer punto, al igual que el artículo 62 de la LGA, establece la acción para reclamar lo pagado indebidamente. Como segundo aspecto podemos rescatar que sigue siendo coincidente con el artículo 62 ibídem en la regulación de la prescripción de la acción señalada supra. El tercer aspecto de coincidencia reside en que tal cual lo hace el artículo 61 de la LGA establece de manera expresa establece y regula la obligación de la administración al pago de intereses con ocasión de pago indebido de tributos. Como cuarto punto y mediante la técnica de la remisión (al art. 58 del CNPT) el artículo fija la cuantía que por concepto de intereses debe pagar la administración. Finalmente y en cuanto al quinto y último punto también existe coincidencia. En efecto si bien el art. 61 de la LGA remite a los arts. 47, 58 del CNPT, (remisión hoy desfasada y obsoleta en razón a las modificaciones efectuadas al Código Tributario con posterioridad a la entrada en vigencia de la LGA) el 43 prescinde de esa remisión en razón de que tales aspectos fueron por reforma posterior eliminados de los artículos de cita e incorporados en el texto del actual artículo 43 con variantes.

Por lo anterior es criterio del suscrito que resulta jurídicamente inaceptable por virtud del numeral primero y el 272 de la LGA en tanto existe en la LGA norma especial que regula en los mismos puntos los aspectos contenidos en el Código Tributario. Sin embargo, en tanto entendemos que, sobre el quinto de los puntos de coincidencia, a saber los términos y condiciones en que deben ser aplicados los intereses según el artículo 43, son los contenidos aunque con variantes, en los textos de los artículos 47 y 58 del Código Tributaria al momento de entrada en vigencia de la Ley General de Aduanas, debemos entonces entender que la remisión que hace el artículo 61 a los numerales 47 y 58 deben ser entendidas hoy como referidas al numeral 43. 

En este sentido y según observados en la cita del artículo 43 párrafo primero, distingue el mismo dos acciones distintas, la relativa a la restitución del pago indebido como la relativa a la restitución del pago debido. En el segundo párrafo, y contestes con las acciones establecidas en el primero, se procede a establecer el derecho al reconocimiento de intereses por las adeudadas tanto en el pago indebido como en el pago debido. Dado que, en el caso, la mayoría insiste en que se está en presencia de un pago indebido, sin decirnos porque no es un pago debido, y partiendo de esa “verdad absoluta”, interesa ahondar en las diferencias de tratamiento que otorga el numeral al pago indebido. Como se indica el párrafo segundo establece el derecho del acreedor al reconocimiento de un interés, el cual nos dice correrá a partir del día natural siguiente a la fecha del pago efectuado por el contribuyente. Tal es la norma aplicada por la mayoría. Sin embargo omite esa mayoría todo análisis de lo preceptuado en el párrafo inmediato siguiente cuando se dispone que 

“Igualmente procederá cuando se trate de un pago indebido que fuera inducido o forzado por la Administración Tributaria. En los pagos efectuados antes de la fecha de pago prevista por la ley, no procederá el reconocimiento de intereses durante el período comprendido entre el momento del pago y la fecha en que este efectivamente debió ser hecho.

Igualmente, no procederá el pago de intereses, cuando se produzca un pago voluntario por parte del sujeto pasivo, que no ha sido inducido o forzado por la administración, con el objeto de percibir un rendimiento financiero impropio.” 

Como se aprecia distingue el legislador el pago indebido puro y simple del pago indebido inducido o forzado por la administración, como también del pago voluntario. De manera que en este último caso deniega el legislador el derecho al reconocimiento de intereses.  Ahora bien si como señala la mayoría la aplicación del numeral 43 lo es en virtud del numeral 272 su aplicación resulta contraria a derecho en tanto como analizamos la LGA contiene norma especial que regula los mismos aspectos del CNPT y tal no reconoce el derecho a intereses en materia de pago indebido, sino que tal como lo hizo el legislador en el Código Tributario, distingue entre pago indebido (art. 62) y cobro indebido (art. 61) los que asimilamos al pago indebido puro y simple y al pago indebido inducido o forzado respectivamente del art. 43 del CNPT. De manera que en el primer caso no reconoce el legislador derecho a intereses pero si lo hace en relación con el cobro indebido precisamente por su gravedad al ser inducido o forzado por la administración.

Por lo anterior, por cuanto estima el suscrito que estando en presencia de un acto de libre voluntad consistente en la introducción de mercancías a territorio aduanero (art. 52), seguido de otro acto de libre voluntad consistente en someter las mercancías a un régimen aduanero (art. 86) y determinado que fuera el adeudo por el interesado y no por la administración y habiendo este pagado en forma libre y voluntaria el monto determinado por él mismo no puede estarse en presencia de un acto inducido ni forzado por la Administración, resulta improcedente el reclamo presentado. Nótese que en todo caso el interesado es libre de no introducir la mercancía y aún habiéndolo hecho, es libre de dejarla en abandono y extinguir la obligación tributaria posibilidad que legalmente se puede dar no solo previo a la solicitud de destinación a un régimen aduanero (abandono tácito) sino y además, con posterioridad a él mediante el abandono voluntario. De forma tal que, no es cierto que exista la obligación al pago en tanto exista la alternativa legal del abandono en sus diversas modalidades. Finalmente resulta incorrecta la afirmación de la mayoría cuando indica que se está en presencia de un acto administrativo de naturaleza determinativa que este surtiendo efectos. Basta señalar que acto administrativo es aquel que realiza la administración pública en su carácter de sujeto de derecho público, como una manifestación unilateral de voluntad y en el caso es claro que la declaración aduanera y la determinación del adeudo tributario son actos que manan de la libre y voluntaria actividad del declarante por lo que es absurdo el señalamiento en este sentido.”
Es claro que lo anterior aplica también para el numeral 40 del Código de Rito, norma que, dicho sea de paso, hace referencia a los plazos establecidos en los numerales 146 y 163 del Código Tributario. Es claro que, tales plazos difieren sustancialmente de los establecidos, a las autoridades aduaneras, para resolver, en los numerales 196.d) y 209 de la Ley General de Aduanas. Por lo anterior, a saber el principio de especialidad como por la incongruencia que generaría una aplicación supletoria del artículo 40 del CNPT es que resulta el mismo inaplicable en materia aduanera.

Finalmente, hace ver el suscrito que en el caso, no ha considerado la administración el hecho de que en virtud de las disposiciones del numeral 61 de la Ley General de Aduanas en relación con el 780 del Código Civil, el computo de los intereses no cesa a la fecha de la resolución de inicio del procedimiento ni de ninguna otra sino que cesan con el pago del principal y que la realización de pagos parciales debe realizarse en primera instancia a laos intereses y solo pagados estos el sobrante se aplica al principal. La errónea aplicación de las disposiciones de cita en la aplicación que hace la administración son la razón para revocar la resolución RES-DN-087-2009 y no otra.

DICK RAFAEL REYES VARGAS

Voto salvado de las Licenciadas Barrantes Coto y Céspedes Zamora. Nos separamos las suscritas de la decisión contenida en la presente sentencia N° 029-2010 de fecha 02 de marzo de 2010, por las razones que a continuación indicamos:

En el caso que nos ocupa, tal y como la señala la mayoría, el acto que se recurre deviene de la ejecución del ajuste realizado por la Dirección General de Aduanas (DGA) a través de la resolución RES-DN-xx-2008, en donde mediante la resolución RES-DN-xx-2009 del 14 de enero de 2009, le comunica al interesado que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 de la LGA, debe proceder a cancelar mediante entero de gobierno, el monto de ¢8.798.868.31, por concepto de intereses devengados y calculados desde el 18 de julio de 2008 (acto final RES-DN-xx-2008 más 5 días hábiles) y el  22 de diciembre de 2008 (día en que se pagó el principal). (Ver folios 21 a 32, 104 a 107) 

En consecuencia, por tratase en la especie la naturaleza del acto recurrido uno de ejecución, resulta necesario dejar clara la competencia de este Tribunal, ya que de conformidad con los artículos 198, 204 y 205 de la Ley General de Aduanas, otorgan al Tribunal Aduanero Nacional competencia para conocer en última instancia administrativa de los recursos de apelación contra los actos del Servicio Nacional de Aduanas, lo cual es importante resaltar, porque constituye uno de los parámetros a considerar con el fin de determinar la competencia del Tribunal en este caso, es decir, para decidir si por la naturaleza del acto recurrido el expediente puede ser sometido a consideración de este Órgano. 

En ese sentido, el Tribunal Aduanero Nacional, está constituido para agotar la vía administrativa, como órgano de última instancia, conociendo de los recursos que se interponen contra los actos dictados por el Servicio Nacional de Aduanas.  Tal afirmación se desprende claramente del artículo 205 de la Ley General de Aduanas que establece la competencia del Tribunal Aduanero en los siguientes términos:

 “ Créase el Tribunal Aduanero Nacional como un órgano de decisión autónoma, adscrito al Ministerio de Hacienda. Tendrá competencia para conocer y decidir, en última instancia administrativa, los recursos contra los actos dictados por el Servicio Nacional de Aduanas.” (el resaltado no es del original). 

Y precisamente en virtud de que este Tribunal no es el superior jerárquico del Servicio Nacional de Aduanas, sino que por tratarse de la figura de un contralor de legalidad no jerárquico, la facultad de revisar en alzada la legalidad de  aquellos actos viene dada por disposición expresa de la ley y no por su condición de superior, obliga a este Tribunal a ejercer su competencia estrictamente dentro de los límites establecidos por su ley de creación.  Así las cosas, y según la normativa citada, la única forma en que este Tribunal pueda avocarse al conocimiento de un caso, es cuando existe un acto final dictado por la autoridad competente y recurrido dentro de los plazos dispuestos por ley, por cuanto siendo el Tribunal un órgano con un grado de desconcentración máxima, llamado a agotar la vía administrativa, según la competencia que expresamente le asigna su ley de creación, no podría conocer de otros recursos que no fueran interpuestos contra actos que no tuvieran el carácter de finales o definitivos, es decir, que expresen la decisión o voluntad de la Administración en un determinado asunto, ya sea que resuelven el mismo por el fondo, o bien por la forma, pero que sean definitivos en el tanto ponen fin al procedimiento (aún cuando no sea el acto final), pues constituyen los actos susceptibles de impugnación en sede administrativa o judicial.  Y es que precisamente el efecto jurídico de las sentencias del Tribunal Aduanero, es agotar la vía administrativa, salvo en los casos que por estimar que existen vicios procedimentales, el Tribunal ordene a la Administración reponer el procedimiento con el fin de lograr una “mayor pureza procedimental”.
 Además de lo anterior, podría este Tribunal conocer de recursos contra actos que aún cuando no sean finales o definitivos, decidan directa o indirectamente el asunto.
En el caso, la pretensión principal y única del recurrente es que se deje sin efecto el cobro de intereses referido el adeudo tributario firme en la vía administrativa, por la reclasificación operada, por lo que estamos en presencia de un acto de mera ejecución, como consecuencia de encontrarse firme el mismo, en donde ya la vía administrativa se agotó y solo queda expedita la vía jurisdiccional, para que revise la actuación de la Administración. De tal suerte que estiman las suscritas, a diferencia de la mayoría, que este Tribunal no tiene competencia para revisar un acto como el presente, como ya lo ha dicho en otros asuntos similares este Colegiado
, advirtiendo que le quedan al recurrente otros remedios procesales, como lo es la revisión del acto y sus correspondientes actuaciones ejecutorias, mediante la vía ordinaria  con sustento en el artículo 62 de la LGA. 

Como consecuencia de las consideraciones antes señaladas estiman las suscritas que se debe declarar inadmisible el recurso por las razones apuntadas. 

Elizabeth Barrantes Coto


Alejandra Céspedes Zamora

� Voto N°396 de las 15:15 hrs del 4-10-94, Sección Segunda, Tribunal Superior Contencioso Administrativo.


� Ver en igual sentido sentencias del Tribunal Aduanero Nacional No. 133 a 144, 254, 255 del año 2004, 316-2005








PAGE  
1

